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I. Introducción

La instauración de criterios rectores en el desarrollo de las 
elecciones inició el siglo XX con la lucha por la universalización 
del sufragio.1 Los estudios académicos al respecto recibieron un 
impulso considerable con la aparición de las primeras leyes na-
cionales destinadas al financiamiento de la vida política desde los 
60’s, y se fueron dirigiendo hacia el final del mismo siglo al diseño 
de mecanismos para garantizar la igualdad en la contienda.2 Hoy, 
los ejes que teníamos para entender la manera en que se financian 
los partidos y las campañas han cambiado. Y esto ha ocurrido en 
muy poco tiempo. Lo anterior, derivado del cambio radical en los 
modelos de comunicación política.

Decía Jean-Claude Colliard que analizar el financiamiento de 
los partidos y las campañas electorales se enfrenta con una doble 
dificultad, por ser un tema que ni los académicos ni los políticos 
quieren abordar. Porque los primeros consideran que su análisis 
está revestido de poca sofisticación teórica, y por ende de una no-
bleza dudosa, y porque los segundos prefieren que no se hable ni 
se critique demasiado al respecto, pues insistir en una aproxima-
ción crítica terminaría por hacerles perder las elecciones.3 El pre-
sente artículo se basa en las tesis del citado profesor francés, sobre 

1 Los estudios precursores con óptica comparada datan de un siglo; en 
Pollock, James, Party Campaign Funds, 1920, y Money and Politics Abroad, 
1932, citados por el autor en “Is Democracy developping Germany?”, Michigan 
Alumni Quarterly Review, vol. 53, 1946.  

2 Para una revisión de conjunto véase en Ohman, M., Political Finance 
Regulations Around the World. An Overview of the International IDEA Data-
base, Stockolm, International Institute for Democracy and Electoral Assistance, 
2012; Austin y Tjernström, Funding of Political Parties and Election Campaigns, 
Stockolm, IDEA International, 2003. 

3 Véase la conferencia magistral «Financement des partis politiques et 
des campagnes électorales», de 10 de junio de 1997, Ciclo de Conferencias 
organizado por el TEPJF y el IFE, en la Ciudad de México.
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el financiamiento de campañas y elecciones,4 tratando de sumar a 
la reflexión un ingrediente que está tomando tintes cada vez más 
actuales: la incidencia de la revolución digital en las elecciones. 

Veremos que los principios políticos y jurídicos, que sirvie-
ron durante décadas para entender estos financiamientos, perma-
necieron relativamente estáticos. Y si bien, las transformaciones 
recientes dentro de los procesos de lucha por el poder son con-
siderables, es posible que estos viejos elementos sigan teniendo 
vigencia en las democracias actuales. De entrada, no podemos 
negar que el sistema de partidos es lo mejor que ha dado el esque-
ma democrático. O al menos, que los partidos “continúan siendo 
absolutamente centrales en las democracia tal como las hemos 
conocido hasta ahora”.5 Si bien, el declive de sus estructuras, de-
rivado de la desafección democrática que golpea a casi todos los 
países, conduce directamente a cuestionar si sigue siendo soste-
nible financiarlos de la misma forma que a lo largo del siglo XX. 

Por más diferencias entre países, aparecieron algunas pregun-
tas centrales, que siguen pareciendo relevantes desde el punto de 
vista jurídico, tanto para las democracias consolidadas como para 
las incipientes: ¿Es mejor el financiamiento público o el privado? 
¿Es preferible regular o dejar que las diferencias sean resueltas 
por una lógica de mercado? ¿Financiar las campañas, o sólo a las 
estructuras partidistas? ¿Atacar la bolsa (es decir, toparla, contro-
larla) o dejar que la tendencia al incremento de los gastos en par-
tidos y campañas sea visto como efecto natural de la competencia 
política? Y en cuanto al control de los recursos, los criterios y lí-
mites así impuestos, ¿requieren de un arbitraje o se aplican inter-
namente en cada partido o campaña?6 Estas preguntas, situadas 

4 Trabajos del autor, recopilados y traducidos en González Oropeza, Ma-
nuel et. al. (eds.), Jean-Claude Collliard: profesor, constitucionalista, juez elec-
toral y hombre honesto: textos seleccionados, México, Tribunal Electoral, t. III, 
2016, p. 797.

5 Pasquino, Gianfranco, Le istituzioni di Arlecchino, Napoli, Scripta Web, 
2008, p. 38.

6 Colliard, Jean-Claude, «La liberté des partis politiques», Mélanges 
Jacques Robert, Paris, Montchrestien, 1998, p. 78-88; «Les partis politiques ou-
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en el contexto actual del uso de nuevas herramientas tecnológicas 
por parte de los partidos y sus candidatos, van a guiar el desarro-
llo del presente trabajo hacia la búsqueda de nuevos esquemas, o 
al menos de algunos ajustes que parecen necesarios para seguirle 
dando coherencia a los viejos sistemas de partidos.

II. Financiar la política antes y después  
de la Revolución Digital

Actualmente, partidos y candidatos disponen de herramientas 
muy sofisticadas para transmitir mensajes de campaña en función 
de los objetivos que cada uno de ellos persiga dentro del sistema de 
partidos. El tipo de plataforma o de estrategia de campaña puede 
cambiar si se es un candidato o un partido cuyas aspiraciones se 
dirigen a integrar a un grupo minoritario, o bien, si su postulación 
puede significar erigirse en oposición; mucho más si se encuentra 
entre los posibles detentadores del poder mayoritario.

Pero su uso también depende del efecto que se pretende ge-
nerar internamente, entre quienes forman parte de la misma es-
tructura partidista: si se tiene un propósito de generar cohesión 
al interior del grupo o movimiento; si se busca fomentar con su 
participación la definición de políticas en la agenda de las ins-
tituciones que renuevan a sus representantes.7Por virtud de los 
nuevos esquemas de comunicación, las nuevas generaciones están 
muy acostumbradas a entender que los mensajes de las campañas 
pueden irse diferenciando, para impactar en franjas determinadas 

bliés des libertés publiques, Droit et Libertés à la fin du XXè Siècle: Mélanges 
Claude Albert Colliard, Paris, Pedone, 1984, pp. 405-422. 

7 Los partidos que buscan aumentar la afluencia de votos y cargos, sue-
len diseñar estrategias de comunicación de arriba abajo, mientras que los que 
buscan consolidar su plataforma al interior y cohesionar al grupo, optan por 
estrategias de abajo arriba; más participativas, en Römmele, A., “Politcal Par-
ties, Party Communication and News Information and Communication Tech-
nologies”, Party Politics, vol. 9, núm. 1, 2003, pp. 7-20.
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de electores y simpatizantes del mismo partido; e incluso los de 
bandos opuestos. Pero este grado de relativa sofisticación es un 
fenómeno reciente, que se explica por las nuevas plataformas di-
gitales.

Anteriormente, en las llamadas democracias consolidadas, la 
práctica electoral del pasado medio siglo, solía despertar un inte-
rés bastante menor, en parte porque las campañas y los partidos 
requerían relativamente pocos recursos. Hasta la década de los 
60’s del siglo pasado, el sistema de partidos solía dividirse en dos 
bandos. En el de las izquierdas, los militantes eran quienes finan-
ciaban; por sí mismos o a través de organizaciones sindicales. En 
el bando de las de derechas, partidos y campañas era financiados 
sobre todo por instancias privadas, poderosas económicamente 
hablando. Todo esto contrasta con la gama tan amplia en que los 
partidos y movimientos políticos suelen diferenciarse entre sí.8

Pero la necesidad de nuevos parámetros, también se refleja 
en la manera de invertir recursos institucionales y materiales en 
la creación de arbitrajes confiables. Antes, los ciudadanos daban 
vida y financiaban a los dos bandos, y el Estado vigilaba que no se 
presentaran excesos. Pero todos confiaban en que las elecciones, 
organizadas en un plano de proximidad y de poco dispendio, que-
daban exentas de riesgos en su núcleo. Puesto que el escrutinio de 
los resultados estaba confiada a los propios ciudadanos.

La prensa, por su parte, organizaba un sistema de “pilotaje del 
consenso”, donde los comunicadores interpretaban la realidad y 
generaban consensos en torno a los desafíos que planteaban los 
gobiernos;9 la radio y la televisión eran medios de influencia. Pero 
la opinión pública se entendía dentro de parámetros de norma-
lidad institucional, donde la manipulación de los medios era in-
versamente proporcional al nivel de educación y civilidad de las 
sociedades. 

8 Avril, Pierre, Essais sur les partis, 2è ed., Paris, Payot, 1990, 222 p.
9 Cfr. Deutsch, Karl, Los nervios del gobierno: modelos de comunicación y 

control político, Buenos Aires, Paidós, 1971.
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Eran los mismos ciudadanos quienes instalaban las casillas, 
contaban los votos y declaraban resultados (más recientemente 
con el auxilio de autoridades administrativas que simplemente 
validaban esos conteos y hacían la suma final). Todo lo anterior, 
contrastaba con lo que empezó a ocurrir en los años 80’s en países 
emergentes, donde el futuro se empezó a jugar el día de la elec-
ción. 

Fue apenas hacia fines del siglo XX que los excesos en el gasto 
en elecciones empezaron a ponerse en el centro de las preocupa-
ciones de las democracias (incipientes y consolidadas por igual). 
Cuyos esfuerzos se orientaron a lograr que las contiendas electo-
rales (desde el registro de candidatos hasta la publicación de los 
resultados finales) lograran dos objetivos principales: la igualdad 
de condiciones de la competencia electoral y la garantía de la sin-
ceridad del sufragio. 

Con el paso del tiempo, esos objetivos centrales se fueron 
materializando en distintas prioridades, que cada vez tocan más 
aspectos de la competencia política. Sin afán de exhaustividad, en 
los apartados siguientes voy a referirme a preocupaciones especí-
ficas que se vuelven prioritarias para determinar la manera como 
se financian las campañas y los partidos políticos, hasta llegar al 
punto de la forma de controlar sus cuentas.10 Sobre todo conside-
rando las nuevas realidades que enmarcan la revolución digital 
en la que se encuentran inmersas nuestras sociedades. Pues bien, 
ahora más que nunca, quien logra, al interior de un partido, con-
trolar los canales que se requieren para obtener los recursos eco-
nómicos necesarios para funcionar, estará controlando en gran 
medida lo que ese partido puede y no puede lograr.

10 Colliard, Jean-Claude, «Le financement des campagnes électorales et 
le contrôle des comptes de campagne», Regards sur l’actualité, núm. 329, Elec-
tions et campagnes électorales, Paris, La Documentation Française, mars 2002, 
pp. 53-64
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III. Cómo legitimar la financiación  
de partidos y campañas

Una parte de la respuesta se referiría al objeto de los financia-
mientos. ¿Partidos o campañas? Esta disyuntiva implica entender 
el objeto de esta financiación, ya sea desde la perspectiva del acto 
que más gastos genera (las campañas), o bien, desde la actividad 
cotidiana que ejercen (los partidos, de representación y partici-
pación política). Entender entonces que los partidos merecen un 
estipendio público anual, para ejercer su función de difusión de 
las ideas y las ofertas políticas, o si solo habrá que financiarlos en 
tiempos de competencia electoral. 

No se debe perder de vista que los partidos persiguen, en ge-
neral, cuatro objetivos más o menos estables: buscar cargos, obte-
ner votos, implementar políticas y  lograr cohesión interna.11 Esto 
conduce a una idea de permanencia en la actividad que los guía. 

Recientemente, en países como en Grecia, Holanda o Suecia, 
la legislación refería sólo a fondos públicos para financiar a los 
partidos; estos últimos quedaban obligados a disponer fondos 
para sus campañas. Otros países, como Alemania, se limitaban 
a financiar las campañas, si bien, la dotación de financiamiento 
público que se hacía anualmente a los partidos, parecía confundir 
ambos propósitos en uno solo. Un tercer grupo de países, dentro 
de los que se encuentra México, optó por destinar los fondos pú-
blicos a los dos propósitos: tanto al mantenimiento permanente 
de la estructura partidista como el de sus campañas.

Pero sabemos que el origen de los financiamientos se vuelve 
cada vez más complejo. Los montos para financiar una campaña 
pueden regresarle al candidato, de la misma dirigencia del partido 
(luego de haber pagado sus cotizaciones como afiliado); pueden 
provenir de individuos o empresas (en cuyo caso, con frecuencia 
se deben maquillar las cifras, dado que en general, estas donacio-

11 Strom, K, “A behavioral theory of competitive political parties”, Ameri-
can Journal of Political Science, núm. 34, 1990, p. 570.
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nes están topadas en montos bastante bajos).12 La trazabilidad de 
los gastos se vuelve un asunto cada vez más técnico.

Otra parte de la respuesta tendría que ver en específico con 
la legitimidad de los gastos. Derivado de la aludida desafección 
democrática que afecta prácticamente a todos los países, hoy no 
resulta fácil justificar el gasto para financiar partidos y campañas. 
La primera suspicacia tiene que ver con el “dando y dando”. Con 
la parcialidad que expresa cada candidato frente a un grupo de 
electores que deciden votar por él. Los particulares que financian, 
¿están planteando una apuesta, por el candidato que va a recipro-
car y dar dividendos por la inversión efectuada? La pregunta se 
acentúa si se trata de financiamiento público; ¿dar recursos del 
erario a un candidato, significa cargar los dados; o reconocer que 
su postura ideológica es de interés público?

La pregunta se debe además ligar al cambio estructural en el 
que se están viendo inmersas nuestras sociedades. Donde la in-
formación es el motor de un nuevo sistema socioeconómico,13 y 
donde las tecnologías se convierten en el vehículo que conecta a la 
ciudadanía (o al electorado) con los partidos. Los partidos enton-
ces se deben adaptar a esta nueva realidad económica. 

Si actualmente existe un cierto consenso sobre lo burdo que 
resultaría plantear que a una donación privada de fondos para una 
campaña o un partido le debe corresponder una contraprestación 
equivalente (en términos de favores, contratos o designaciones 
en cargos públicos concretos), también resulta común considerar 
que, como una suerte de compromiso moral, quienes aportaron, 

12 Cfr. Dalongeville, G., Rose mafia, Paris, Jacob-Duvernet, 2012.
13 Basta consultar los reportes semestrales que emite el Foro Económico 

Mundial (World Economic Forum) para detectar que durante los pasados dos 
años, ya son seis de las diez compañías más grandes del mundo las que operan 
como plataformas tecnológicas (China Mobile; Amazon; Microsoft). Algunas 
de ellas no existían hace unos años (facebook hace 10 años; google hace 20). 
A nadie sorprende que Apple sea hoy la primera empresa del mundo, y ge-
nere más ganancias que compañías centenarias como Exxon Mobile, General 
Electric o Johnson & Johnson, consultado en: <https://www.weforum.org/
agenda/2017/01/ worlds-biggest-corporate-giants/>.
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tendrán un “derecho de acceso especial”.14 Que si no conduce di-
rectamente a actos de corrupción, al menos presupone una cierta 
simpatía para quien creyó en un candidato y financió su campaña.

A mitad de los 90’s, se dice que el presidente Clinton incluso 
estableció una tarifa de 100,000 dólares a aquellos donadores que, 
a cambio, eran invitados a la Casa Blanca a tomar café con el Pre-
sidente, sin que aquello significara compromiso alguno. En Ukra-
nia, en cambio, la liga entre la oligarquía y la política es tal, que ha 
significado incluso una ruta de acceso al poder. Así, el vencedor 
de las presidenciales de 2014, Petro Porochenko, era un antiguo 
empresario que luego de hacer fortuna en la iniciativa privada, 
empezó a financiar un movimiento político (“la revolución naran-
ja”). Su fortuna la hizo siendo presidente del consejo de adminis-
tración de la Banca central.15

En la misma lógica de separar los dos ámbitos, aceptar que sea 
con dinero público que se financien estos gastos, implica cambiar 
de óptica por completo: no se trata de pensar que los fondos apor-
tados, van a financiar a un partido o a un candidato en particular 
en función de una lista de favoritos del régimen. Se trata, en cam-
bio, de pensar que la financiación se dirige a mantener el sistema 
completo funcionando, vía dinero público. O dicho de otra forma, 
que se trata de financiar el servicio público electoral, incluyendo a 
partidos y a árbitros. De hecho, en todas las democracias, la ten-
dencia se dirige a aceptar esta clase de financiamiento obligatorio. 

Esta afirmación podría tentar a más de uno a darle vida a la 
vieja formulación que Hans Kelsen hiciera en los 1930’s, donde 
aludía a la formación de un Estado de partidos; donde sin nin-
gún reparo, afirmaba que al quedar integrados en el ámbito de lo 
público, los partidos se convierten en órganos constitucionales.16 
Volveremos a este punto al hablar del control de los gastos.

14 Langbein, “Money and access: some empirical evidence”, Journal of 
Politics, núm. 48, 1986, pp. 1052-1062. 

15 Cfr. Matuszak, S., The Oligarchic Democracy: the influence of business 
groups on Ukranian politics, Varsovia, OSW Center for Eastern Studies, 2012.

16 Cfr. Kelsen, Hans, La démocratie: Sa nature, sa valeur (1932), Paris, 
Dalloz, 2004.
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Ahora bien, existen modalidades, como en Estados Unidos e 
Italia, donde cada contribuyente manifiesta, en su declaración de 
impuestos, si acepta que una parte de lo que paga, sea dirigido a 
nutrir un fondo común para financiar a los partidos.  

Decíamos que fue apenas a finales de los 60’s del siglo pasado 
que, también en Europa, se empezó a entender que la democracia 
tiene un costo: se empezó a hablar de “campañas a la Americana”, 
para referir al marketing político iniciado por la ruda competen-
cia política (sobre todo en medios) que se jugaba cada cuatro años 
en los Estados Unidos. Fue así como en Europa, dejaba de ser in-
trascendente entender cuales son las ligas que unen a la política 
con el dinero. La legislación se fue ocupando paulatinamente de 
la cuestión, empezando por los países escandinavos para ir des-
cendiendo a los meridionales. Los precursores fueron Suecia y 
Dinamarca en 1966; y así poco a poco se fueron retomando esta 
clase de reglas en Alemania, Finlandia, Holanda, Italia, Austria, 
Inglaterra.  Implicaron reglas fundamentales de las transiciones 
políticas en Portugal, Grecia o España; y encontraron un último 
impulso en países como Bélgica, y Francia hacia 1988.17 Pero una 
vez que se empezó a aceptar que la democracia tenía un costo, se 
empezó a cuestionar las modalidades del financiamiento.

IV. Financiamiento público o privado;  
por asignación o por rembolso

En todos los países, se distinguen dos fuentes principales de fi-
nanciamiento: las donaciones privadas a partidos y candidatos, 
frente a los recursos que el Estado aporta en interés de ver repre-
sentado todo el espectro ideológico, tanto para el funcionamiento 

17 Trnka, Hervé, «Droit comparé du financement des partis politiques, 
des campagnes électorales et de la transparence des patrimoines des hommes 
politiques», Campagnes Electorales, principe d’égalité et tranparence financière: 
journée d’études du 21 mars 1988, Paris, Economica, 1989, pp. 7-40.
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cotidiano de las instituciones como para el período de renovación 
de autoridades por vía electoral. 

Las aportaciones privadas (que en países con altos índices de 
criminalidad como los latinoamericanos, se consideran objeto de 
riesgo), suelen quedar ligadas a una reserva muy marcada, que 
implica desligarlas del sentido contraprestacional que, como ad-
vertimos, se genera entre quien tiene una expectativa material de 
asistir a la victoria del candidato por el que él está apostando.18 
Son varias las legislaciones que han previsto restringir las dona-
ciones por parte de extranjeros. Igualmente, cuando las aporta-
ciones individuales pretenden ser efectuadas por personajes pú-
blicos, como servidores o representantes populares, se cae en la 
hipótesis de establecer condiciones disparejas de la contienda a 
partir del propio Estado. 

A esta suspicacia se le une la opción de que el financiamiento 
provenga de empresas privadas. Sobre este segundo aspecto, las 
democracias han pasado de permitir esa clase de fondos privados, 
a prohibirlas terminantemente (como ocurrió en Francia desde 
1995); o bien, a agrupar esos fondos en estructuras legales con for-
ma de fideicomisos, que reduzcan la posibilidad de arreglos por 
debajo de la mesa (a la manera de los llamados Political Action 
Committees en Estados Unidos).

Una tercera vertiente de la reglamentación de aportaciones 
privadas a campañas y partidos remite al ámbito del donador in-
dividual, con el fin de evitar una identificación demasiado clara 
entre el particular que dona y el futuro representante que podría 
sentirse en deuda. De ahí que la solución más sencilla sea impo-
ner topes por donador. Por ejemplo, de 1000 USD por candidato, 
como en Estados Unidos. O bien, de permitir que sean los con-
tribuyentes quienes decidan hacer aportaciones, que pasan a una 
bolsa revisable en el momento que se les considera deducibles de 
impuestos (esta segunda opción, inhibitoria de métodos informa-

18 Mondragón Quintana, Carlos, Financiamiento de partidos, rendición 
de cuentas y corrupción en México, México, FLACSO-Fundación Konrad Aden-
auer, 2014, p. 119. 
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les de financiamiento, como el mencionado antes en  la etapa del 
presidente Clinton). Y aunque la tendencia en Estados Unidos es 
a registrar un número creciente de representantes que gozan de 
una condición económica holgada, lo cual podría suponer que lo-
graron pagarse sus campañas,19 también es cierto que en ese país, 
sigue dominando una percepción negativa de las aportaciones 
privadas de mayor magnitud en las campañas.20

Parece que la tendencia del financiamiento de las campañas 
para los próximos años, apunta a poner en el centro las peque-
ñas donaciones. Ni siquiera hablemos de las cuotas que pagan 
los adherentes oficiales a sus dirigencias: el número de afiliados 
a un partido representa una fuente de ingresos en pleno decli-
ve. Se estima que en Inglaterra, menos del 5% de los militantes 
de los partidos están al corriente de pagar sus cuotas. Las raras 
excepciones de comités partidistas que financian parte de sus gas-
tos son Alemania o Holanda, donde las cuotas hasta la década 
de los 90’s seguía representando cerca de la tercera parte de sus 
financiamientos.21La facilidad de efectuar donaciones por medios 
electrónicos, en cambio, parece representar el futuro del financia-
miento privado. Así, por ejemplo, dos tercios de los 750 millones 
de dólares que recaudó el equipo de colectas privadas de Barack 
Obama fue efectuado por donaciones individuales que promedia-
ron 60 dólares. 

En cuanto a la segunda categoría, encarnada por el finan-
ciamiento público, ésta fue instaurada primero en Latinoaméri-
ca, hacia los años 30’s, pasando a Europa hasta los 60’s.22 En este 
rubro, los fondos que se destinan a financiar la vida política en-

19 Por primera vez en 2012, más de la mitad de los representantes y los 
senadores que acababan de ser electos, reportaron tener una fortuna personal 
de 1 millón de dólares o más; consultado en: <www.opensecrets.org>.  

20 Cfr. Zelizer, V., La signification sociale de l’argent, Paris, Seuil, 2005. 
21 Mair, Peter y Van Beizen, “Party membership in twenty european de-

mocracies, 1980-2000”, Party Politics, vol. 7, núm. 1, 2001, p. 5-22.
22 Cfr. De Sousa, L., Larmour, P., y Hindess, B., (eds), Governments, 

NGO’s and Anti-corruption: The New integrity Warriors, London, Rutledge, 
2009.
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frentan una primera dificultad: ¿qué financiar en prioridad, a los 
partidos, a las campañas o a ambos? La respuesta para encontrar 
un equilibrio adecuado dista de ser sencilla. 

Los países que determinan un monto anual de financiamiento 
a los aparatos partidistas, suelen calcularlos a partir de los resul-
tados de las elecciones inmediatamente anteriores. Así, otorgarán 
tantos recursos como votos obtenidos (para el caso alemán, en las 
elecciones legislativas generales; esto significa que por cada voto 
que se recibió, el partido recibirá un monto fijo de dinero). Otro 
criterio de reparto de los fondos públicos emana del número de 
escaños obtenidos, igualmente en la elección anterior (el criterio 
es sin embargo algo inhabitual; existió en Italia en la ley electoral 
previa a la recientemente aprobada en 2016). Acaso se vuelve más 
común encontrar una fórmula mixta, que combine una parte del 
financiamiento público ligada al número de votos totales emitidos 
a su favor, sumado al número de escaños que efectivamente se ob-
tuvieron en la misma elección. Tal es el caso de España y de Fran-
cia (donde lo que las distingue son los porcentajes aplicables a uno 
y al otro rubros).23 Por último, una vertiente que parece comple-
tamente ajena a la lógica mayoritaria, presenta a países que dispo-
nen entre sus reglas de financiamiento público la asignación de un 
monto mayor a los partidos de oposición. Esto último, a efecto de 
favorecer un equilibrio en las condiciones de la contienda. Entre 
estos casos encontramos a países escandinavos como Suecia.

El prurito de fomentar la igualdad en la contienda lleva a pre-
guntarse si una parte del financiamiento público debe otorgarse 
desde el momento en que el partido o el candidato han logrado 
su registro válidamente, o si la asignación de recursos públicos se 
tiene que ligar a la obligación (con frecuencia dispuesta en la ley) 
de haber logrado un porcentaje mínimo de participación elec-
toral como condición para ser sujeto de financiamiento de este 

23 Italia representa uno de los ejemplos más generosos de rembolso a par-
tidos y candidatos, que entre 2005 y 2008 significó promedios de entre 200 a 
250 millones de euro por año, en Pacini, “Public funding of Political Parties in 
Italy”, Modern Italy, vol. 14, núm. 2, 2009, pp. 183-202.
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tipo. Esta última condición sin embargo, suele requerir un zoclo 
bastante bajo (de 0.5% en Alemania, de 3% en España y de 5% 
en Francia, si bien en este último caso, el Consejo Constitucional 
desestimó el porcentaje en 1990, quedando hasta ahora indefini-
do). La otra parte de los montos otorgados se suelen referir en 
concreto a las campañas. Y es ahí donde aparece una medida que 
podría ilustrar buena parte de las futuras reformas en los siste-
mas de financiamiento (especialmente si pensamos en la realidad 
mexicana). Se trata del sistema de rembolsos. 

Para obtener estos rembolsos, los candidatos (tanto ganado-
res como perdedores) presentan ante la autoridad encargada de 
revisar las cuentas de campaña una relación de gastos erogados; 
la ley determina en cada caso cuáles de esos montos que serán 
devueltos, en función de un número mínimo de votos recibidos 
(como en Alemania) o de un porcentaje determinado por partido 
(como en Italia, Francia o Canadá). Este esquema reduce consi-
derablemente los incentivos a partidos pantalla, que solo se pre-
sentan a las elecciones con el propósito de percibir los montos del 
financiamiento público. Dado que recuperarán únicamente los 
montos que ellos demuestren erogados previamente, y el rembol-
so queda sujeto a haber logrado niveles aceptables de participa-
ción a su favor. Lo anterior implica que la posibilidad de controlar 
queda sujeta a la manera en que se conducen los propios partidos. 
De ahí que en años recientes, la prioridad tuvo que redirigirse a 
imponer límites a los gastos de partidos y campañas.

V. Cómo limitar esa financiación

Al generar condiciones y establecer, por ley, un flujo constante 
de recursos, las democracias empezaron a generar incentivos para 
aumentar constantemente los gastos erogados en las campañas. 
E indirectamente en los partidos. Los partidos tienden siempre 
a generar clientelas, y si sus plataformas burocráticas permiten 
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sueldos permanentes, aumento de plantillas, pago de locales y ser-
vicios en el territorio; las campañas, por su cuenta, son períodos 
para renovar los cuadros de los partidos y favorecer a los cercanos 
a los candidatos ganadores. 

Pero no resulta demasiado sencillo seguir justificando gastos 
permanentes para los partidos en un momento en que el modelo 
de comunicación política cambia tan radicalmente.

Por esta doble vía, la financiación de la democracia se vuelve 
un barril sin fondo, que nadie, dentro del partido, está dispuesto 
a disminuir. Todos piden recursos y más recursos. Para evitar esta 
clase de excesos, las democracias habían previsto dos vías para 
limitar los recursos que ingresan a partidos y a campañas. Sin em-
bargo, pareciera que esos mecanismos de control han quedado 
completamente obsoletos.

Sobre todo, porque como ya advertimos, se ha transforma-
do radicalmente el sentido de ser militante de un partido. En la 
actualidad, las nuevas plataformas de información en redes per-
miten llegar por igual a simpatizantes que a potenciales electo-
res sin necesidad de pasar por la militancia. Esto provoca que la 
pertenencia formal al partido deje de tener la importancia que 
revestía antes.24Cambian las prioridades al interior del equipo de 
organización del partido, al requerir expertos en comunicación, 
capaces de conducir campañas, gestionar financiamientos y sacar 
provecho de las nuevas tecnologías. 

El control de estos medios de información también blinda a la 
dirigencia del partido de las intenciones (con frecuencia divergen-
tes) de sectores disidentes al interior del propio partido.25Aunque 

24 Haegel, F. «Un parti politique, a-t-il besoin de militants?» La Révue 
Socialiste, núm. 13, 2003.

25 Si atendemos a la tipología cronológica de Katz y Mair, el paso de los 
partidos de notables a los partidos de masa (de los 1880’s a los 1960’s), etapa 
en que éstos fueron prácticamente absorbidos por el Estado. Vienen luego los 
partidos “atrapa-todo”, que están en franco declive, y éstos conducen a la cate-
goría de los partidos cartel. Esta última tipología, que abre una veta interesante 
respecto de su financiamiento, para el análisis de la permanencia (acordada 
entre los jugadores presentes), como único objeto de los partidos contempo-
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también, vuelve más difícil que antes el control de los mensajes y 
la recuperación de fondos para una campaña, por lo que la estruc-
tura del partido se empieza a parecer más a una empresa privada 
(en su parte de negocio) que al esquema tradicional, que adquirie-
ron los partidos a lo largo del siglo XX.

Sin embargo, el legislador tardó en adaptar los marcos norma-
tivos de las viejas democracias a las nuevas realidades de la com-
petencia electoral.26Como primera ruta, apenas a fines de los 90’s 
de se consideró limitar ciertas formas de propaganda que se esti-
maban demasiado onerosas, así como imponer topes a los gastos 
de campaña. Pero en esta última vertiente, las democracias fueron 
encontrando dificultades mayores para establecer topes objetivos 
a los gastos de campañas y partidos.

Pues no siempre se puede fijar un límite objetivo de gastos 
para determinados candidatos. De entrada, no es fácil entender 
si se trata de topes obligatorios. Así, por ejemplo, el modelo nor-
teamericano de financiación de campañas deja al arbitrio del can-
didato, optar o no por financiamiento público. En caso de renun-
ciar a él, vimos cómo la Corte Suprema determinó que no hay 
manera de imponerle topes al financiamiento que esté dispuesto 
a erogar en su campaña, con sus propios medios (o recibiendo 
donaciones). Si bien, por los montos, las campañas presidenciales 
son objeto de esta clase de topes, dado que todos los candidatos 
suelen apegarse al beneficio de contar con fondos públicos para 
sus campañas.

Una muestra de que los parámetros tradicionales del financia-
miento cambiaron definitivamente en Estados Unidos, está mani-
fiesta en la estrategia de la campaña de Donald Trump, a la postre 
victoriosa a pesar de contar con muchos de los medios tradiciona-

ráneos, en Mair, Peter y Katz, Richard, “Los cambios en los modelos de 
organización y democracia partidaria: la emergencia del partido cartel”, en 
Casal Bértoa, Fernando y Scherlis, Gerardo (eds.), Partidos, sistemas de 
partidos y democracia: la obra esencial de Peter Mair, Buenos Aires, EUDE-
BA, 2015, pp. 23-61.

26 Cfr. Poirmeur, Yves, Les partis politiques, du XIXè au XXIè siècle en 
France, Paris, LGDJ, 2014. 



Nuevos ejes para entender el financiamiento..

821

les (incluidos los conservadores) en su contra.27 Esto nos habla de 
la necesidad de hacer replanteamientos para muchos de los temas.

Una segunda dificultad en la definición de topes radica en la 
disparidad de medios respecto de cada circunscripción en donde 
se gastan los recursos de la campaña. Sobre todo porque los can-
didatos suelen obtener montos iguales para aspirar a los mismos 
puestos. Esto es, un candidato a Senador o a Diputado Federal 
puede aspirar a los mismos montos aunque compita en circuns-
cripciones de unos cuantos millares de electores o de millones. 
Los desequilibrios no cambian incluso en países como Inglaterra, 
Francia, España o Italia, donde se otorga un criterio dual de finan-
ciamiento, parcialmente ligado al tipo de puesto de elección, y en 
otra proporción al número de electores en la circunscripción de 
cada candidato. 

En cuanto a la segunda modalidad, de restricción de determi-
nadas formas de propaganda (por considerarlas demasiado caras), 
se empezó a buscar la manera de acotar la comunicación política 
del ámbito comercial. Asumiendo que la competencia política se 
trataba de un objeto ajeno a la promoción de bienes y productos 
de consumo. Como si no se pudiera vender a los candidatos y a los 
partidos como si fueran una marca. 

En este punto, vino una estrategia regulatoria que resultó, a la 
postre, bastante efectiva dentro de los países europeos. Este con-
tinente se distinguió muy abiertamente de la lógica comercial do-
minada por las campañas norteamericanas, que con tanta rapidez 
invadió al ámbito de los países emergentes como México. Entre 
nosotros, la llamada spotización empezó a dominar la contrata-
ción de medios masivos desde finales de los 90’s. De suerte que 
los contenidos de las campañas se fueron degradando, hasta un 
extremo de comunicar las ofertas partidistas y de campaña en seg-
mentos de 20 o 30 segundos. Para el gran provecho de las grandes 
empresas de información en radio y televisión.

27 Un recuento periodístico de la estrategia de medios digitales, en Green, 
Joshua, Devil’s Bargain: Steve Bannon, Donald Trump and the storming of the 
presidency, New York, Penguin Press, 2017. 
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El esquema de spots se distinguía de los formatos de comu-
nicación de partidos y campañas  presentes en Europa, con seg-
mentos de varios minutos, transmitidos y retransmitidos fuera de 
los horarios de mayor audiencia en radio y TV, generaban un in-
terés diferenciado entre los electores de partidos con plataformas 
ideológicas definidas. Este esquema, sumado a reglas con poco 
margen interpretativo (por ejemplo, permitiendo propaganda im-
presa únicamente en espacios reservados a la propaganda de las 
campañas en mamparas móviles, dispuestas sobre todo en alcal-
días y escuelas primarias y secundarias). Previo a la revolución 
digital, el ciudadano común se acostumbraba a encontrar espacios 
propicios y permitidos para informarse de las plataformas y los 
candidatos. De suerte que cada elector iba enterándose de la ofer-
ta cercana a la circunscripción donde emitía el voto.

Pero fuera de ejemplos como el francés,28 el modelo de comu-
nicación política, tanto en las democracias consolidadas como en 
las incipientes, empezó a tener serios problemas para garantizar la 
equidad en la contienda.

El efecto que se obtuvo fue el contrario. Y claro, hablando de 
cifras de negocio, quienes ganaron fueron los medios de comuni-
cación. La prensa escrita vendía espacios publicitarios a precios 
elevadísimos; que empezaban a aumentar sin pausa y en propor-
ciones geométricas en la radio y la televisión. La inmediatez de 
los mensajes, la imagen de los candidatos, la superficialidad del 
debate empezaba a transformar la arena política en un negocio de 
grupos de comunicación. Así, tenemos todavía en nuestros días 
una serie de reglas concebidas para esquemas de comunicación 
política del siglo XX, que quedaron completamente rebasados por 
la realidad actual. 

Sigue vigente en Francia un conjunto de leyes expedidas des-
pués de 1988 (como vimos, año en que por primera vez se re-
gularon los gastos a partidos y campañas). Las leyes subsecuen-
tes (aprobadas en 1990, 1993, 1995 y 1996) fueron abarcando las 

28 Abel, François, y Phélippeau, Eric, Le financement de la vie politique: 
Réglementations, Pratiques et effets politiques, Paris, Armand Colin, 2015.
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diferentes elecciones (departamentales, legislativas, europeas, 
presidenciales).29 Y al principio, el esquema de prohibición pare-
ció funcionar: se impedía anunciar cualquier contenido político 
durante los tres meses previos al día de la elección. Dado que los 
períodos de campaña estaban muy limitados en el tiempo, el es-
quema disuadía a los partidos a anunciar sus programas y plata-
formas con más de tres meses de antelación. 

Sin embargo, aquello permaneció funcionando eficientemen-
te durante un tiempo limitado. Con el nuevo esquema de comu-
nicación en redes, se generó el efecto contrario: un mensaje que 
circulaba en los medios tradicionales con más de tres meses de 
emisión, puede ser retransmitido y reproducido en redes sociales 
al infinito, y sin necesidad de tener que pagar montos adiciona-
les para promoverlo en medios de comunicación tradicionales. El 
público de generaciones más jóvenes podían reforzar los conte-
nidos de los mensajes por la mera redifusión en redes sociales. 
Ahora bien, esta misma informalidad crea nuevas dificultades; 
pues el funcionamiento de las redes y las (pocas) reglas que le son 
aplicables, no están completamente adaptadas a las necesidades 
que tiene el Estado de controlar el gasto de campañas y partidos.

VI. Cómo controlar el gasto

Si finalmente, los partidos y los candidatos son objeto de finan-
ciamiento (público y privado) para presentarse a una elección en 
condiciones de igualdad, se entiende que una obligación correla-

29 Este cúmulo de leyes, expedidas en un lapso relativamente corto, trajo 
consigo un marco coyuntural (atendiendo a los medios de comunicación tra-
dicionales, como radio y TV). El aspecto original tenía que ver con dirigirse 
no sólo a los partidos, sino a los candidatos, quienes adquirían una respon-
sabilidad solidaria respecto de los primeros. Pero no solo para invalidar los 
resultados de una elección, sino además, para imponerles sanciones que fueran 
más allá del interés por ser electo; por ejemplo, al declarar inelegibles a aquellos 
candidatos que hayan querido hacer trampa; esta regla podría ser de utilidad 
para países como México, en Carcassonne, Guy, “Du non-droit au droit”, 
Pouvoirs (L’Argent des Elections), p. 7-17
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tiva surge necesariamente: rendir cuentas. Si bien, vimos que esto 
último no los coloca en entidades públicas.30

En países donde los fondos para partidos y campañas se otor-
gan por adelantado, esta obligación parece perder su sentido de 
oportunidad. Pues al final, se genera un incentivo para esconder 
las eventuales irregularidades en el gasto, en vez de generar el in-
terés de presentar cuentas intachables con el propósito de lograr 
rembolsos en las tasas determinadas por la legislación. 

En los países que han normalizado la práctica del rembolso, 
se puede identificar una lista de obligaciones correlativas con ma-
yor claridad. Así, por tratarse de fondos susceptibles de control, 
cada candidato debe tener una cuenta única, con un representante 
legal que se asegurará que terminados los comicios, la cuenta será 
transmitida a la autoridad encargada de analizar y validar la lega-
lidad del uso de los recursos. La autoridad tendrá para esos casos, 
una lista de sanciones posibles que serán impuestas al candidato 
que incumplió las condiciones impuestas por la ley respectiva.

En este punto, las soluciones son distintas, según el país. El 
órgano de control (por lo general, administrativo), al detectar al-
guna anomalía en el ejercicio de los gastos, puede transmitir el 
caso ya sea a algún tribunal que funge como juez de la elección. 
En ocasiones, pudiendo ser a su vez otra instancia administrativa 
(como la Federal Electoral Commission o la Commission Nationale 
de Comptes de Campagne, en Estados Unidos y Francia, respec-
tivamente). En cuanto al marco sancionador más común, se le 
podría privar al electo del cargo recién atribuido, excluyéndolo 
de participar en las elecciones extraordinarias que tendrían que 
suceder al resultado anulado.  

Lo cierto es que esta clase de anulaciones son más disuasivas 
que frecuentes. Pues al lado de las prohibiciones, los partidos han 

30 Sin caer en la lectura kelseniana apuntada más arriba, decíamos que esto 
último no debe implicar que los partidos dejen de tener un carácter genérico 
de organismos privados. Y es que los controles que son correlativos a la asigna-
ción de recursos públicos pueden confundir, haciéndoles perder autonomía o 
convirtiéndolos abiertamente en agentes del Estado. Van Biezen, I., “Political 
parties as public utilities”, Party Politics, núm. 10, 2004, p. 205. 
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encontrado formas de evadirse del escrutinio de los órganos de 
control. Pongamos el caso de las prohibiciones en Inglaterra, don-
de lo que se controla son los excesos de gastos por parte de cada 
candidato. Pero los gastos nacionales, erogados por cada partido, 
quedan fuera de todo escrutinio. O bien, los topes de gasto que se 
imponen en las presidenciales en Estados Unidos, donde se pone 
un límite de gastos a cada candidato pero no a sus partidos (en 
este segundo caso, la práctica es tan común que se le conoce como 
Soft Money).31 Este marco general, provoca que solo una parte del 
financiamiento que le llega a cada candidato, sea rastreado como 
financiamiento individual. Buena parte de los recursos que fluyen, 
van de las dirigencias de los partidos al pago de gastos de campa-
ña, en el territorio. De suerte que se genera un incentivo para que 
las campañas se diseñen sin tener que involucrar, formalmente, a 
los candidatos.

Pero la solución a estos excesos excede la mera reglamentación 
(léase la sanción) de gastos indebidos. Muy pocos son los países 
que han optado por una ley de partidos (entre ellos, Alemania).32 
Si acaso, se adoptan, a nivel consultivo, algunas cartas de buenas 
prácticas, que tienen por objeto reducir los supuestos para obte-
ner ventajas financieras; podemos citar el Código de Buenas Prác-
ticas de los Partidos Políticos, emitida por la Comisión de Venecia 
como documento orientador para los países del Consejo de Eu-
ropa.33

VII. Conclusiones

Los desafíos que presenta la revolución digital al ámbito del finan-
ciamiento de partidos y campañas, están significando un replan-

31 Criterio facultativo confirmado por la Corte Suprema de Estados Uni-
dos en Buckley v. Valeo, de 30 de enero de 1976.

32 Doublet, Yves-Marie, Le financement des partis politiques en Répu-
blique Fédérale d’Allemagne, Paris, Economica, 1991, 365 p.

33 Documento consultivo elaborado entre otros por los profesores Colliard 
y Closa Montero, adoptado en sesión de 13 y 14 de marzo de 2009, consultado 
en: <http://www.venice.coe.int/>.
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teamiento completo de muchos de los parámetros conocidos hasta 
ahora. El ingrediente al que conducen estas nuevas realidades no 
puede ser otro que la transparencia en el uso de los recursos que 
terminan por ser erogados por partidos y candidatos. Añadiendo 
un factor fundamental: que la transparencia gubernamental se 
debe exigir sobre todo en el ejercicio cotidiano de quienes han 
llegado a ocupar cargos, por elección o por designación.34 Y que 
este ejercicio, queda confiado cada vez más al escrutinio público. 
Que idealmente, también puede ser reforzado por la difusión y el 
empleo cada vez más responsable y eficiente de las redes sociales 
en el escrutinio cotidiano del ciudadano frente a las instituciones 
del Estado.

Los países que hemos analizado, empezando por el que mejor 
conoció el profesor Colliard, no han dejado de desarrollar esfuer-
zos administrativos y legislativos para poner al día las exigencias 
de una aparente nueva deontología de la actuación pública de los 
representantes políticos.35Sin embargo, nos parece que la  insis-
tencia de emprender la ruta del formalismo legal (no solo como 
síntoma francés, sino como reacción institucional de muchos paí-
ses) esté apartando a los países de los cambios tan vertiginosos 
que se presentan ante la mutación del modelo de comunicación 
política, derivado de la revolución digital que actualmente envuel-
ve a los partidos y a las campañas en todos los países. Sin em-
bargo, tampoco se trata de un problema sin solución. Las nuevas 
generaciones ya están trabajando en ello.

34 Esplugas, Pierre, «La transparence dans le financement des acteurs po-
litiques», en Droin, Nathalie y Forey, Elsa (eds.), La transparence en politique, 
Paris, Instituto Universitaire Varenne, 2013, pp. 237-239.

35 Véase el Comité presidido por el anterior Primer Ministro, Lionel 
Jospin, cuyas recomendaciones quedaron plasmadas en una Ley Orgánica para 
la transparencia de la vida pública (Ley Orgánica no 2013-906 de 11 de octubre 
de 2013) 


